Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 44 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes por el que se declara feriado no 
laborable el día 27 de julio de 2013 para la localidad de San Javier, departamento de Río Negro, con 
motivo de conmemorarse los 100 años de su fundación”. 


-Si no hay inconvenientes, podríamos considerarlo ahora. 
(Apoyados.) 


-Este proyecto de ley, en su artículo 2%, establece que se otorga licencia paga a los 
trabajadores de las actividades públicas y privadas, nacidos o radicados en la referida ciudad. El 
Miembro Informante de esta iniciativa aprobada en la otra Cámara fue el Diputado Gustavo Borsari. El 
informe sobre la fundación de la ciudad de San Javier es relativamente corto y fue aprobado en 
Comisión el 10 de abril de 2013. Concretamente, el proyecto ingresó al Parlamento el 19 de diciembre 
de 2012. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, dado que el feriado se propone para el 27 de 
julio, podríamos aprobarlo en el día de hoy y pasarlo a consideración del Senado para la primera 
sesión ordinaria del mes de julio. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR ROSADILLA.- Propongo al señor Senador Lorier como Miembro Informante. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la propuesta del señor Senador. 
(Se vota:) 
-6 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR ROSADILLA.- Antes de ingresar a la consideración del Orden del Día, quiero pedir disculpas, 
especialmente a la Comisión, por la forma en que me retiré en la última sesión. Creo que me 
correspondía razón en el sentido sustancial; pero, de todas maneras, la forma no fue la adecuada. 
Lamento lo ocurrido pero son momentos en que, a veces, uno no responde de la manera adecuada. 
Con la señora Presidenta ya conversamos sobre el aspecto sustancial, pero correspondía disculparme 
con el resto de la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos al Senador Rosadilla. 


Ingresamos a la consideración de la Carpeta N* 1125, referente a faltas, conservación y 
cuidado de los espacios públicos. 


Seguramente los señores Senadores cuentan con un documento que contiene los artículos 
aprobados y los aplazados, de fecha 4 y 18 de junio de 2013. Allí figuran también las redacciones 
alternativas que se nos han hecho llegar. 


Correspondería considerar entonces los primeros incisos aplazados. El aditivo del artículo 4? 
está aprobado, pero la Secretaría hizo algunos cambios a efectos de armonizar la redacción. La 
modificación se hizo en el acápite, porque se tomó el numeral del Código Penal vigente y se transformó 
en un artículo separado. Creo que todos los señores Senadores estamos de acuerdo en transformar 
este artículo en otro separado, modificando el acápite y la numeración. 


SEÑOR MICHELINI.- Como en el documento figura la expresión “revisar redacción”, quisiera saber si 
ahora estamos revisando o si lo que ha entregado la Secretaría ya sería para una redacción final. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Secretaría entregó la redacción final; en realidad, se trata de un problema 
de numeración en el conjunto del articulado. En todo caso, la Secretaría podría explicar este punto. 


SEÑORA SECRETARIA.- Los Senadores resolvieron tomar el numeral 2) del Código Penal vigente y 
transformarlo en un artículo separado e incorporarlo al proyecto de ley a estudio y, para ello, hay que 
incorporarle un acápite. La Secretaría quiere saber si los señores Senadores consideran que es el 
correcto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El acápite es el siguiente: “Infracción de la disposición sanitaria destinada a 
combatir las epizootias”. El segundo agregado sería: “Agrégase al Código Penal el siguiente artículo:” 


Ya está votado el artículo, pero resta hacer estos dos agregados, es decir, el que acabo de 
reseñar y el nomen juris. 


Si estamos de acuerdo, corresponde votar el artículo. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Antes de pasar a considerar el tema del decomiso de vehículos, informo que tenemos dos 
aditivos: el primero relativo a la conducción de vehículos motorizados con escape libre, que fue 
presentado por el señor Senador Da Rosa, y el segundo relativo al uso del casco y del chaleco 
reglamentario, propuesto por el señor Senador Michelini. Ambos aditivos figuran en la página 7 del 
material que ha sido repartido. 


SEÑOR DA ROSA.- En cuanto al aditivo que presentamos, debo decir que no pudimos obtener un 
dato que en oportunidad de tratarse el tema la Comisión entendió que era necesario. Concretamente, 
se debía averiguar en alguna repartición de tránsito, ya sea de la Intendencia de Montevideo o del 
Ministerio, cuál es el límite de tolerancia para el tipo de vehículo con escape libre, porque hay 
diferentes grados en la intensidad del ruido. Esa información todavía no la tenemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tengo acá la información relativa a las leyes que refieren tanto al sonido, 
como al casco. Sobre estos temas hay previsiones y reglamentos, pero esos casos no están 
categorizados como faltas. Está a consideración, entonces, si aquello que está como obligatorio lo 
podemos poner como falta. 


Luego de que haga uso de la palabra el señor Senador Michelini, leeré las leyes relativas a la 
temática que estamos considerando. 


SEÑOR MICHELINI.- Tanto en uno como en otro caso, debemos incluir el artículo de la ley que 
describe cuáles son los vehículos motorizados. Por esa razón en el numeral 4/2 se hace mención al 


artículo tal, inciso tal de la ley tal. Concretamente, la referencia es a la descripción de motos y 
ciclomotores que se hace en la ley de la Unasev. Si eso se puede agregar y el señor Senador Da Rosa 
no tiene problema, podríamos utilizar el artículo 4/2 que propuse y luego de la expresión “vehículo 
respectivo”, -aquí se incorporaría la referencia a la ley que determina el tipo de ciclomotor de que se 
trata y demás- agregamos la propuesta del señor Senador Da Rosa, que dice: “Asimismo el que 
condujere los vehículos antedichos” -para no volver a poner la ley- “con escape totalmente libre en 
zona urbana o suburbana de tal forma que perturben notoriamente la tranquilidad pública, según lo 
determine la reglamentación”. Yo no creo que en este caso haya que incluir los niveles de decibeles 
porque se trata de algo que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, la Unasev y las Intendencias 
deberían acordar. En definitiva, me parece que alcanza con dejar esto librado a la reglamentación. Si 
estuviéramos de acuerdo, entonces, podríamos unir estas dos iniciativas, agregando a mi propuesta la 
referencia al artículo de la ley e incluyendo, al final, la propuesta del señor Senador Da Rosa, de modo 
que el texto quedara así: “Asimismo, el que condujere los vehículos antedichos con escape totalmente 
libre en la vía pública en zona urbana o suburbana, de tal forma que perturbe notoriamente la 
tranquilidad pública, según lo determine la reglamentación”. Me parece que podríamos dejarlo 
redactado de esa forma y después lo corregiría con la Secretaría, si la señora Presidenta así lo 
dispone. 


SEÑOR MOREIRA.- Pienso que no es conveniente hacer un solo numeral, porque los vehículos 
motorizados, como automóviles, camionetas, camiones y ómnibus, también circulan con escape libre 
atronando el espacio, del mismo modo en que lo pueden hacer las motos. Hay ómnibus del transporte 
colectivo de pasajeros de Montevideo que circulan con escape casi libre, atronando el espacio. Yo vivo 
en Avenida Brasil y Ellauri y tengo claro que cuando los ómnibus de Cutcsa arrancan, el ruido es brutal. 
No sé si alguien controla eso, pero me parece que esto debe aplicarse a todos los vehículos y no solo 
a las motos. Con los automóviles ocurre lo mismo, ya que hay algunos que circulan con escape libre y 
juegan carreras en horas insólitas. Considero que estos casos deben sancionarse de la misma forma 
que los de los motociclistas, sin excluir a ningún tipo de vehículo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En realidad, tal como recién comentaba con el señor Senador Michelini, me 
genera dudas lo relativo al uso del chaleco con la numeración de la chapa del vehículo, y puedo 
imaginar algunas situaciones prácticas que se dan habitualmente. Si se aplica ese criterio, por ejemplo, 
nadie podría subir a una moto en calidad de acompañante, salvo que quien maneja el vehículo le 
preste su chaleco para que quien circula detrás pueda ver el número. No hay que olvidar que esto se 
va a convertir en una falta que acarreará la obligación de realizar trabajo comunitario. Me pregunto, 
además, cómo se podrá implementar esto si no se ha logrado aún en todo el país el uso obligatorio del 
casco. Por mi parte, me voy a allanar a lo que resuelva la mayoría, pero de todos modos sugiero que 
terminemos la redacción donde dice “sin el casco reglamentario” o, incluso, “sin el chaleco 
reglamentario”, pero sin incluir lo relativo a la inscripción del número de chapa del vehículo respectivo. 
Me parece que eso sería muy difícil de implementar ya que no estamos preparados para esa exigencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por las dudas aclaro que la Ley N* 18.191 obliga a todos los vehículos a 
utilizar un dispositivo silenciador que reduzca sensiblemente los ruidos provocados por el 
funcionamiento del motor. Quiere decir que habría que hacer una referencia a esta ley; por su parte, la 
Ley N* 19.061, en su artículo 7%, determina la obligatoriedad para conductores y acompañantes de 
motos, ciclomotores, motocicletas, cuatriciclos o similares del uso permanente de un chaleco o 
campera reflectivo o, en su defecto, bandas reflectivas. El artículo 9%, en tanto, habla del casco 
protector, aunque no se establece lo relativo a la chapa. En definitiva, estos aspectos ya están todos 
previstos en disposiciones legales. 


SEÑOR DA ROSA.- Entiendo que el señor Senador Moreira tiene razón con la acotación que realizó. 
A los efectos prácticos de encontrar una redacción, no tengo problemas con la propuesta del señor 
Senador Michelini, pero en realidad el señor Senador Moreira tiene razón porque cuando hablamos de 
los vehículos con escape libre, no nos estamos refiriendo solo a las motos, sino a los vehículos en 
general, como autos, ómnibus, etcétera. En verdad el problema es bastante grave. 


Entonces, mi propuesta sería mantener el aditivo tal como está, haciendo referencia a la ley - 
como lo ha sugerido la señora Presidenta- y en todo caso, luego de “perturbar notoriamente la 
tranquilidad pública” agregar “de acuerdo a la reglamentación respectiva”. Todos sabemos que las 
Intendencias tienen reglamentaciones en esta materia, al igual que el Ministerio. 


SEÑOR PASQUET.- Quizás debería decir “violatoria de la reglamentación respectiva”. 
SEÑOR DA ROSA.- Así es, señor Senador, “violatoria de la reglamentación respectiva”. 


Por otro lado, coincido con el señor Senador Nin Nova en que quizás el uso del chaleco sea 
más difícil de implementar, pero el tema del casco tiene que quedar claro porque es muy serio. 
Además todos sabemos que hay estudios que indican claramente que en caso de accidente de moto 
hay una abismal diferencia en las consecuencias que sufren las personas que usan casco respecto de 
las que no lo usan. 


Más allá de que las Intendencias reivindiquen su autonomía, me parece que hay temas que 
son de interés general, y si el uso del casco ya está establecido por ley, habría que determinar un 
mecanismo de sanciones porque con esa permisividad vamos dejando que prospere una conducta que 
es notoria o probadamente inconveniente para los propios transeúntes y conductores de motos. Todos 
sabemos que el que maneja un vehículo arriesga menos que el que va en una moto, que pone en 
peligro su cuerpo y su cabeza. De manera que lo que se haga en esa materia es conveniente. 


SEÑOR MICHELINI.- Si los temas van a estar separados, sería mejor que primero hablemos de la 
propuesta del señor Senador Da Rosa y luego de las otras, a fin de afinar la redacción. 


El señor Senador Moreira tiene razón porque los temas deben estar separados. No sé en qué 
lugar de la redacción incluir la referencia a la ley; no sé si después de la frase “en la vía pública en 
zona urbana o suburbana” no se tendría que decir “según la ley tal”, para luego continuar “de tal forma 
de perturbar notoriamente la tranquilidad pública, en violación de la reglamentación correspondiente.” 
Como acota el señor Senador Moreira, habría que eliminar la palabra “totalmente”. 


SEÑOR PASQUET.- Estoy de acuerdo en que constituye una falta andar en estos vehículos 
motorizados sin el casco, por las razones que se han dicho, ya que se compromete la integridad física 
O la vida de la persona, pero me parece que tanto el uso del chaleco reglamentario como el escape 
libre no son temas para una ley de faltas. Tenemos que ser económicos en materia de faltas, porque 
esto es de muy difícil aplicación y, además, me parece que con la sanción administrativa es suficiente. 


En el caso del escape, a veces el problema lo causan los ómnibus; puedo citar el ejemplo de 
los que suben por la calle Libertad -cerca de los domicilios del señor Senador Moreira y de quien habla- 
que, en la madrugada, hacen un gran escándalo. La falta implica una responsabilidad personal del 
conductor y en este caso no sería justo porque no tiene nada que ver; es la empresa la que tiene los 
vehículos en determinadas condiciones. No podemos sancionar con una falta al conductor que cuando 
llega su turno simplemente sube al vehículo que le toca manejar y lo hace. Creo que es un caso típico 
para una sanción administrativa, una multa. Después de un par de multas bien puestas se les van las 
cosquillas rápidamente a los vehículos. 


En resumen, apoyo la falta en relación al casco, pero no con respecto a las otras dos 
conductas que estábamos considerando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No se ha anotado ningún otro señor Senador para hacer uso de la palabra y 
tengo dos propuestas de aditivos... 


(Dialogados.) 


SEÑOR MOREIRA.- Busquemos una redacción que también contemple la situación de los propietarios 
de las empresas en esos casos, para no hacerlo personal con respecto a quien condujere en relación 
de dependencia, pero gravemos a alguien porque me parece que se trata de una situación que afecta 
la tranquilidad pública en gran medida, sobre todo con el descomunal aumento del parque automotor 
que se ha registrado últimamente. 


(Dialogados.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Cabe destacar que sanciones administrativas ya existen en todas estas 
leyes; la reglamentación ya prevé multas y sanciones. Lo que estamos discutiendo es si esto se 
transforma o no en una falta. 


En principio habría acuerdo en cuanto a que el no uso del casco -suprimiendo del 
aditivo la referencia al chaleco- podría ser contemplado como una falta. Esto supondría que al aditivo 
propuesto por el señor Senador Michelini simplemente se le agregara la referencia al artículo 33 de la 
Ley N* 18.191. 


Si los señores Senadores están de acuerdo y para ir despejando las cosas, ya que se trata 
de dos aditivos diferentes, podríamos considerar en primer lugar el artículo referido al no uso del casco, 
convirtiéndolo en una falta. 


SEÑOR MICHELINI.- Aclaro que mi propuesta terminaría en la palabra “reglamentario”, pero habría 
que prever la falta para el acompañante, porque allí se dice “El que condujere en la vía pública”, pero 
no podemos pensar solamente en el que conduce. Tal vez habría que decir “El que condujere, así 
como su acompañante, en la vía pública vehículos motorizados”, etcétera, y terminaría cuando dice 
“sin el casco reglamentario”. No parece lógico que si hay dos personas que van sin casco, se considere 
que una cometió una falta, pero no la otra. 


(Dialogados.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el Decreto N* 265/009, de la Presidencia de la República, se habla de 
“usuario”, ya que el encabezado señala: “Uso de Casco Protector por parte de usuarios de 
ciclomotores, motos, motocicletas, motonetas o similares”. 


SEÑOR MICHELINI.- Como se ha señalado, deberíamos decir “El que viajare” porque, por ejemplo, 
puedo estar sobre una motoneta estacionada en la vía pública, pero no en movimiento. En definitiva, 
podríamos hablar de “El que viajare”, “El que se trasladare” o “El que se desplazare en la vía pública en 
vehículos motorizados previstos en el artículo 33”, porque me parece que con esa redacción cada uno 
es responsable. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el numeral 4/2 del artículo 5*. 
(Se lee:) 


“4/2 El que viajare en la vía pública en vehículos motorizados descriptos en el artículo... de la 
Ley N* 18.191, de fecha ..., sin el casco reglamentario, en violación del artículo 33 de la Ley N* 18.191 
de fecha tal”. 


Luego se incorporarán los datos que faltan. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el aditivo propuesto por el señor Senador Da Rosa, respecto de la falta 
a aplicar para vehículos con escape libre en la vía pública. 


Hay una consideración realizada por el señor Senador Pasquet en cuanto a que esto no 
debería ser una falta y a que, en caso de serlo, no debería aplicarse a los conductores de los 
vehículos. 


SEÑOR DA ROSA.- En tren de mejorar la redacción -teniendo en cuenta también lo planteado por el 
señor Senador Moreira en el sentido de eliminar la palabra “totalmente”- hice los siguientes agregados: 
“(Conducción de vehículos motorizados con escape libre). El que condujere vehículos motorizados con 
escape libre en la vía pública en zona urbana o suburbana, de tal forma de perturbar notoriamente la 
tranquilidad pública y en violación de las normas reglamentarias correspondiente. 


En caso de que quien condujere el vehículo motorizado no fuere el titular del mismo, deberá 
justificarlo e indicar quién es el titular del vehículo”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración la propuesta del señor Senador Da Rosa. 
SEÑOR PASQUET.- ¿A este último se le aplicará la sanción? 


SEÑOR DA ROSA.- Podría ser, eso lo dejo a juicio de la Comisión, porque no lo tengo claro. 
Realmente no sé si corresponde que se aplique la sanción a quien no lo está conduciendo; por lo 
menos, creo que debería existir un llamado de atención. Podría ocurrir que el titular del vehículo no 
tenga conocimiento de que el vehículo está circulando en esas condiciones, razón por la cual resultaría 
complicado aplicar sanciones en estas circunstancias. Me tranquilizaría el hecho de que, por lo menos, 
el titular del vehículo tomara conocimiento o fuera notificado de que ocurrió tal cosa y que quien 
conducía dijo que era de su propiedad. 


SEÑOR NIN NOVOA.- ¿En la redacción no habrá una manera de eximir a las empresas y que se rijan 
por la vía administrativa? En otras palabras: ¿no hay una descripción de los vehículos motorizados 
familiares, de carga, etcétera? Me parece que es difícil eximir a las empresas en tanto la falta 
administrativa va a ellas. Es una redacción complicada. No obstante, comparto el espíritu de que quien 
circula con escape libre en un auto, en una camioneta o en un camioncito -que, con toda seguridad, 
será de su propiedad- sea sancionado. Ahora bien, cuando es el ómnibus de Cutcsa, ¿qué se hace? La 
idea es encontrar una redacción adecuada. 


SEÑOR MICHELINI.- Cuando entendimos que el trabajo comunitario no era la forma de penar al 
infractor en el caso del combate de las epizootias, lo cambiamos por el pago de una multa. Y creo que 
en este caso hay que actuar del mismo modo. 


Compartimos el espíritu del señor Senador Da Rosa pero, en la medida en que pueda haber 
la intención de eludir la responsabilidad porque el vehículo no sea de uno o porque se trate de un 
trabajador en relación de dependencia, entonces, lo que hay que hacer es castigarlo vía multa. Si ella 
no estuviera prevista podríamos agregar un artículo o, incluso, incluir un numeral 2) en la misma 
disposición 364 bis, que establezca: “Por igual monto se penará los vehículos que circulen con escape 
libre”. Reitero que el mecanismo para penar en este caso no es el trabajo comunitario, sino la multa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Reglamento Nacional de Circulación Vial ya prevé las multas; entonces, 
pediría a los miembros de la Comisión desglosar este artículo para revisarlo. Según advierto, hay 
multas grado 1, grado 2 y grado 3: 1 UR, 2 UR, 3 UR. Reitero que eso está previsto en el Reglamento 
Nacional de Circulación Vial. 


Necesito identificar qué multa se ajustaría a la propuesta del señor Senador Da Rosa. Sería 
importante disponer de esta información; de pronto la podemos obtener antes de finalizar la sesión, en 
cuyo caso la analizaremos. Por eso propongo el desglose de este artículo aditivo. 


SEÑOR MOREIRA.- Y después que descubramos de cuánto es la multa, ¿qué hacemos? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si la multa no estuviera prevista la incorporaríamos como en el caso de las 
epizootias; de lo contrario, ya está. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero hacer un breve comentario, señora Presidenta. 


Fíjense que para aplicarle una multa vamos a someter al individuo que tiene un vehículo con 
escape libre a todo un proceso penal. Me parece que allí hay un desequilibrio entre la naturaleza de la 
infracción y todo este arsenal. 


(Dialogados.) 
-Yo soy partidario de sacarlo. 
(Intervención del señor Senador Moreira, que no se escucha.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entiendo que, por ahora, queda desglosado por término indefinido, no 
obstante lo cual traeré la información sobre las multas para el señor Senador Da Rosa. 


De cualquier manera, no tenemos que votar este artículo porque se trata de un aditivo. 
Simplemente, queda desglosado. 


Pasamos ahora al decomiso de los vehículos, que figura en los últimos dos incisos del 
artículo 5%. En este sentido, tenemos la propuesta original y una presentada por el señor Senador 
Rosadilla. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Tenemos repartida esa propuesta, señora Presidenta? 


SEÑORA PRESIDENTA.- No, señor Senador. No la tenemos repartida porque es una reconstrucción 
que hicimos con la Secretaría de la Comisión a partir de las versiones taquigráficas. Es una propuesta 
que fue presentada por escrito pero que la reconstruimos a partir de la discusión que tuvimos en la 
última sesión. 


Recuerden los señores Senadores que esto refiere a las situaciones previstas en los 
numerales 1) y 3), es decir, “Participación en picadas” y “Conducción de vehículos motorizados con 
grave estado de embriaguez”. Según la redacción original, se disponía la incautación provisoria del 
vehículo. Esto figura en la primera columna de la página 16 del texto comparativo, en la que se ha 
incluido el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. Voy a leer la propuesta original 
y también la alternativa. 


La primera frase del texto original establece: “En las situaciones previstas en los numerales 1) 
y 3) de este artículo, el Juez dispondrá la incautación provisoria del vehículo”. Quiere decir que 
mantenemos la idea de que si hay incautación del vehículo, es para las picadas y para el exceso de 
alcohol en sangre. 


A continuación, se establece: “Si quien cometiese la falta no fuese el propietario del vehículo 
convocará a este a la audiencia en la forma prevista en el Capítulo IV (Del proceso en audiencias por 
faltas)”. 


En el párrafo final se establece: “De quedar probada en la audiencia la existencia de la falta 
prevista en los numerales 1) y 3) y de encontrar responsabilidad del propietario del vehículo en los 
hechos descritos en dichos numerales, se dispondrá el decomiso definitivo del vehículo en cuestión y el 
producido de su venta será destinado a la Unidad Nacional de Seguridad Vial”. 


Como los señores Senadores recordarán, todos rechazamos esto. En consecuencia, 
podíamos eliminarlo totalmente -creo que a propuesta del señor Senador Moreira y en lo personal 
comparto esta idea- o acompañar una propuesta más atenuada presentada por el señor Senador 
Rosadilla, que establece: “En las situaciones previstas en los numerales 1) y 3) de este artículo, el Juez 
podrá disponer hasta por un plazo de seis meses la incautación provisoria del vehículo”. 


SEÑOR PASQUET.- De acuerdo. 


SEÑOR MICHELINI.- Comparto la redacción, pero pienso que el plazo podría ser menor. Me parece 
que si hay una incautación provisoria del vehículo -porque después se lo va a devolver- y 
además se manda a cumplir trabajo comunitario, está bien que el plazo sea de tres o cuatro meses. 
Ahora bien: si hay una amplia mayoría, lo acompañaría, pero repito que prefiero un plazo más corto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Qué plazo propone? 
SEÑOR MICHELINI.- Propongo que sean tres o cuatro meses, porque seis me parece excesivo. 


SEÑOR MOREIRA.- Como he dicho previamente, las sanciones que se aplican en estos casos de 
contravenciones son muy severas: se retira la licencia de conducir por términos muy largos y, cuando 
se reincide, las multas son sumamente pesadas. Muchas veces son situaciones en las cuales hay 
responsabilidad objetiva de peligro que no se materializa en nada, pues si se materializara y deviniera 
en algún daño patrimonial, se generaría responsabilidad desde el punto de vista civil y se reclamaría; y 
en el caso de que se lastime a alguien, habría responsabilidad penal. Por lo tanto, creo que está 
cubierto todo el abanico de posibilidades. 


Entonces, no advierto la necesidad de una incautación provisoria que, además, en muchos 
casos para el individuo puede significar la privación del instrumento de trabajo, porque hoy para la 
mayoría de los uruguayos el vehículo es un instrumento de trabajo. Por otra parte, el hecho de que 
tenga que pagar depósito va a generar males mayores. 


Repito: no advierto por qué hay que ir a la incautación cuando hay un abanico de 
responsabilidades emergentes que, a mi juicio, tienen el efecto disuasivo que pretende tener esto con 
el trabajo comunitario. Yo lo eliminaría. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de dar la palabra al señor Senador Gallinal, pregunto al señor 
Senador Moreira si su razonamiento se aplica para las dos cosas -es decir, para quienes conduzcan 
con cierto grado de alcohol en sangre y para quienes corran picadas- o para una de las dos. 


SEÑOR MOREIRA.- Quienes participan en picadas generalmente tienen riesgo de pérdida de vidas. 
En el otro caso el riesgo es mucho menor porque, reitero, uno o dos grados de alcohol equivale a tres 
whisky. Hay que tener en cuenta que se matan muchos chicos con las picadas. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que con la redacción del señor Senador Rosadilla nos estamos yendo 
de un extremo al otro, porque mientras en la primera propuesta se ordena al Juez el decomiso del 
vehículo, en la segunda se lo faculta a incautarlo. 


En la segunda redacción -que comparto- se debería decir “se dispondrá la incautación hasta 
por un plazo de”; si no, estamos atenuando exageradamente la sanción. En la primera hipótesis de 
redacción se decomisa el vehículo, mientras que en la segunda se establece la posibilidad de 
incautarlo. O sea que en la segunda propuesta atemperamos, pero incautando, y se le da la facultad al 
Juez -de acuerdo con la gravedad del hecho- de que determine si el plazo será de uno, dos, tres o 
cuatro meses, como se propuso, lo que me parece razonable. Además, habría que agregar que el 
titular o propietario correrá con los gastos del depósito del auto. Con esto hay que tener cuidado 
porque, como saben los señores Senadores, cuando a los cuatro meses se va a recuperar el vehículo, 
no queda nada. Entonces, si el propietario se tiene que hacer cargo de los gastos, tendrá oportunidad 
para incidir y decidir guardarlo, por ejemplo, en tal parking o garaje. 


Es una sugerencia que hago al señor Senador Rosadilla en el caso de que se decida llevar 
adelante esta redacción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cuál es la propuesta del señor Senador Gallinal? 


SEÑOR GALLINAL.- El texto dice “el Juez podrá disponer la incautación”, pero creo que debería decir: 
“el Juez dispondrá la incautación por un plazo”, que puede ser de hasta cuatro meses. Y luego sigue: 
“En ese caso, los gastos de depósito correrán por cuenta del propietario del vehículo.” 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que se debe decir “podrá”, porque es una medida extrema y el Juez tiene 
que tener la libertad de poder decidir si la aplica o no. Digo esto porque el juez no necesariamente va a 
recurrir a ella en la primera circunstancia, y voy a poner un ejemplo de esto. Puede suceder que se 
haga una redada en un lugar donde se estaban corriendo picadas y el Juez disponga una pena de 
trabajo comunitario. Meses después vuelve a ocurrir lo mismo y una de las personas es reincidente en 
la falta, por lo que el Juez podrá disponer aplicar la incautación del vehículo. Sin embargo, en esa 
misma redada puede haber una persona que sea la primera vez que incurre en la falta; a ella podrá 
disponerle solamente la realización de trabajo comunitario. Me parece que hay que dar herramientas al 
Juez porque en todos estos casos -salvo en el de las epizootias- se aplica la pena de trabajo 
comunitario. 


La otra pena existente es el decomiso del vehículo, o la propuesta del señor Senador 
Rosadilla de la incautación provisoria por un cierto plazo. Estoy de acuerdo en que se establezca que 
los gastos de depósito deben ser cubiertos por el propietario del vehículo. Reitero que me parece que 
esto es algo que debe disponer el Juez, quien analizará las circunstancias, porque quizás en una 
primera instancia, por medio del trabajo comunitario el individuo tome conciencia y no se necesite 
decomisar el vehículo. En lo personal, entiendo que esto tiene que ser una facultad. 


SEÑOR GALLINAL.- El problema es que estos dos extremos son graves: tanto la participación en 
picadas en lugares no permitidos, como manejar en un grave estado de embriaguez. Tal como decía el 
señor Senador Moreira, por mucho menos a cualquiera le sacan la libreta por seis u ocho meses. Está 
claro que no estamos hablando de cruzar un semáforo con luz amarilla o roja sino de situaciones cuyas 
derivaciones pueden ser absolutamente imprevisibles. En ese sentido, quiero comentar que el domingo 
pasado, pasando el puente Carrasco, un taxímetro iba a velocidad normal y, de pronto, un muchacho 
que conducía una camioneta a ciento cuarenta kilómetros por hora lo tocó y ambos vehículos 
terminaron volcando. El resultado fue que la peor parte la llevó la pasajera del taxi, una muchacha de 
diecisiete años que se quebró la pierna y estuvo internada en estado grave. ¿Por qué sucedió todo 
esto? Porque un irresponsable, a las ocho de la mañana, circulaba por la rambla a ciento cuarenta 
kilómetros por hora. Creo que en estos casos no es suficiente con retirarle la libreta por seis meses. 


Me parece que estamos considerando hipótesis extremas y de ahí la iniciativa de la Cámara 
de Representantes de incluir el decomiso del vehículo. Quizás pueda parecer un exceso decomisar el 
auto a estas personas, pero me parece que al menos habría que incautarlo por un par de meses. En mi 
opinión, dejar esto librado al Juez es suavizar todo esto exageradamente. 


SEÑOR MICHELINI.- Si el caso que menciona el señor Senador Gallinal hubiera terminado con la 
muerte de la pasajera o del conductor del taxímetro, tendríamos una figura penal, y si se provocaron 
lesiones graves, entiendo que ocurre lo mismo. Aquí estamos considerando faltas y damos potestades 
a los Jueces para que, de acuerdo a su gravedad, puedan incautar los vehículos. El señor Senador 
Rosadilla planteaba un plazo de seis meses; algunos pensamos que seis meses no, pero le damos la 
facultad al Juez para que lo determine teniendo en cuenta si es la primera vez que la persona es 
acusada. Me parece que obligar al Juez es impedir que este vea todo el escenario. Podría haber una 
figura penal distinta a aplicar, como en el caso de que muera alguien; independientemente de que se 
disponga o no la incautación del vehículo, estaríamos un homicidio culposo. 


SEÑOR ROSADILLA.- En realidad, aquí ya estamos castigando esos hechos con las penas de 
prestación de trabajo comunitario. La idea para estas dos figuras era dar suplementariamente al Juez 
una potestad extraordinaria en caso de cumplirse estas dos hipótesis que, si bien tienen un elemento 


objetivo común -como es participar en picadas o tener determinado nivel de alcohol- en su desarrollo 
práctico pueden ser extremadamente diferentes. 


Puede ocurrir que estas dos figuras coexistan: por ejemplo, alguien que esté participando en 
una picada y además esté alcoholizado. Además, las picadas pueden llevarse adelante en lugares 
totalmente distintos, aunque ambos sean públicos: en una calle sobre la que hay una escuela, o en 
invierno, en una calle perdida que vaya desde una carretera a la playa. Pueden llevarse a cabo de día 
o de noche; los grados de alcohol en sangre pueden ir desde el límite establecido hasta un máximo 
inmedible. Por lo tanto, si bien objetivamente la figura sería la misma y esto siempre se penaría con 
trabajo comunitario, el Juez tendría amplia libertad de imponer una penalización aditiva en función del 
desarrollo práctico del hecho. 


No hago cuestión si se quiere disminuir el tiempo máximo en que el Juez podrá aplicar esta 
medida. Todo límite es una pretensión inútil de fijar porque siempre puede ser torcida. 


En casos como el que señala el señor Senador Gallinal -en que preceptivamente debería 
hacerlo- desearía que el tiempo mínimo fuera extremadamente breve; si se establece que el Juez 
deberá fijarlo taxativamente, me inclinaría por un número reducido de días y dejaría que luego este 
disponga la cantidad que entienda justa en la situación efectiva. 


Me allano en función de buscar una solución. Si cada uno se queda parado donde está 
cuando tenemos una diferencia, sumamos cero. Creo que es razonable la propuesta de establecer el 
verbo “podrá”, por un plazo hasta de seis meses, confiando en el criterio de los Jueces. Me avengo a 
tener una base mínima -como planteaba el señor Senador Gallinal- que el Juez deberá aplicar 
taxativamente y que la máxima sea reducida en la proporción que se entienda conveniente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entiendo que hay dos o tres propuestas. Una es la eliminación del 
“dispondrá”, y entonces diría: “En las situaciones previstas en los numerales 1) y 3) de este artículo, el 
Juez podrá disponer por un plazo de hasta cuatro meses la incautación provisoria del vehículo”. Esta 
es una de las mociones que tengo a consideración. 


La otra es la moción propuesta por el señor Senador Gallinal de mantener la expresión “el 
Juez dispondrá la incautación provisoria del vehículo”. 


SEÑOR PASQUET.- Esta sería una medida que aplicaría el Juez al tomar conocimiento de los hechos - 
es decir, al comienzo del proceso- y por esa razón la incautación es provisoria. O sea, no es una pena, 
sino una medida cautelar mientras se desarrolla el proceso. Igualmente debemos tenerlo en cuenta 
porque eso significa que la medida es de una naturaleza especial, ya que no se trata de imponer un 
castigo al iniciarse el proceso, sino de adoptar una medida cuando recién se toma conocimiento de los 
hechos y se ve qué pasa cuando se celebre la audiencia, se produzca la prueba y finalmente haya que 
decidir si la persona cometió o no el hecho que se le imputa, etcétera, etcétera. Desde esa perspectiva 
me parece correcto decir “podrá disponer” -porque habrá que ver si el caso justifica la adopción de la 
medida- “la incautación provisoria del vehículo mientras dure el proceso a iniciarse,” -pues una 
incautación provisoria que sea medida cautelar no puede ir más allá del proceso, sino que sería una 
pena directamente y tendríamos que preverla como tal- “pero en ningún caso por más de tres meses”. 
O sea, por si el proceso se eterniza -a veces pasa que se demora el trámite judicial- se fija un tope 
arbitrario de tres meses; antes de ese tiempo debería terminar todo. 


En el inciso final tomaría la propuesta del señor Senador Gallinal: “Los gastos del depósito 
correrán por cuenta del propietario del vehículo”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Leo nuevamente la redacción: “En las situaciones previstas en los 
numerales 1) y 3) de este artículo, el Juez podrá disponer la incautación provisoria del vehículo 
mientras dure el proceso a iniciarse, pero en ningún caso por más de tres meses. 


Los gastos del depósito correrán por cuenta del propietario del vehículo”. 


SEÑOR ROSADILLA.- Discrepo en parte con lo dicho por el señor Senador Pasquet. 


Tal como era intención en la redacción que nos fue dada, el señor Senador acierta 
claramente en que la incautación provisoria debe tener un límite y que además, al ser en la fase inicial 
del proceso, también debe ser provisoria en ese sentido. Pero después se nos agregaba que de 
quedar probada en la audiencia la existencia de la falta prevista en los numerales 1) y 3) y de encontrar 
responsabilidades, etcétera, etcétera, allí venía el decomiso como pena. En mi intención, quiero dar al 
Juez una potestad accesoria no solo de la incautación provisoria durante el proceso, sino también de la 
incautación por determinado tiempo como pena accesoria a la del trabajo comunitario, que no queda 
salvada con la redacción propuesta por el señor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Sería otra cosa. 


SEÑOR ROSADILLA.- En ese caso habría un tema conceptual, si es que creemos que hay que darle 
al Juez una herramienta adicional como forma de pena. De otro modo, la incautación sería 
simplemente a los efectos de que durante el período en que se desarrolla el proceso, ese vehículo no 
pueda ser utilizado de la misma forma desorganizada -digámoslo así- en que estaba siendo usado. 
Repito que hay un problema conceptual porque mi intención era darle al Juez un elemento accesorio 
para castigar más gravemente estos dos tipos de faltas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tendríamos que poner a consideración dos propuestas. 
SEÑOR MOREIRA.- Tres, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es cierto que también está la sugerencia de la eliminación pero parece que 
está siendo minoritaria; de todos modos, la pondremos a votación. 


Entonces, tendríamos la propuesta del señor Senador Pasquet, que después volveré a leer y 
la del señor Senador Rosadilla, a quien pediría que nos alcance la redacción en la que incorpora una 
modificación en el inciso segundo. 


SEÑOR ROSADILLA. - Reconozco que lo que dice el señor Senador Pasquet es correcto; mi idea era 
otra pero estaba mal expresada desde el punto de vista de la redacción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De manera que nos mantenemos en la redacción del señor Senador 
Pasquet. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que se podría complementar la redacción que plantea el señor Senador 
Pasquet con la del señor Senador Rosadilla. Podríamos establecer: “el Juez podrá disponer la 
incautación provisoria del vehículo al inicio del procedimiento. Culminado este, el Juez podrá mantener” 

-porque a lo mejor termina todo en diez días- “la incautación provisoria del mismo” -o “la incautación 
del mismo” porque ya no sería provisoria- “pero en ningún caso el vehículo podrá estar retenido más de 
tres meses”. Con eso estamos resolviendo que se inicie el procedimiento y el juez pueda disponer la 
incautación provisoria. Terminado el procedimiento, además de los días de trabajo comunitario que la 
persona tenga que hacer, el juez puede penarla además, privándola del vehículo por equis días; en 
ningún caso va a estar retenido más de tres o cuatro meses. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que estamos empezando a concordar. Yo interpreto que el señor 
Senador Rosadilla distingue las dos situaciones. La primera llevaría la redacción que propuso el señor 
Senador Pasquet. Diríamos: “En las situaciones previstas en los numerales 1) y 3) de este artículo”, 
etcétera. A renglón seguido -creo que esto es lo que afirmaba el señor Senador Rosadilla- se 
establecería: “De quedar probada en la audiencia la existencia de la falta prevista en los numerales 1) y 
3)” -o sea, quedaron probados o bien el exceso o bien que estaban haciendo carreras- “y de encontrar 
responsabilidad del propietario del vehículo en los hechos descritos en dichos numerales, se 
dispondrá” y aquí el señor Senador Rosadilla sustituye “el decomiso” por “la incautación”. Y el señor 
Senador Michelini propone que esa incautación tenga un plazo máximo de tres meses. Me parece que 


vamos por buen camino en ese sentido, pues contemplamos las dos situaciones: antes de culminado el 
proceso y una vez que ya finalizó. Si una vez terminado se comprueba la existencia de la causa y, 
además, intervino el propietario del vehículo, surge la posibilidad de una incautación por un plazo 
determinado. A mi juicio debe decir “dispondrá” y no establecerse como una facultad, en tanto ya 
fueron probados los requisitos aquí establecidos. 


SEÑOR PASQUET.- También podemos cambiar el enfoque y mirar esto como pena accesoria y no 
como medida cautelar, que tiene sus bemoles. En tal caso, diría: “En las situaciones previstas en los 
numerales 1) y 3) de este artículo, el Juez, a pedido del Ministerio Público, podrá imponer como pena 
accesoria la incautación del vehículo hasta por tres meses. Los gastos del depósito correrán por cuenta 
del propietario”. Esto supone que ya se celebró el juicio, que el individuo es culpable y que el fiscal 
pidió incautación por tanto tiempo, ante lo cual el Juez, como sucede en todos los casos, podrá 
imponer la pena o no. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la propuesta del señor Senador Pasquet. 
(Se vota:) 
-7 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Recuerdo que la Comisión votó un artículo referido al uso del casco. Recién 
conversaba con el señor Senador Nin Novoa y me preguntaba qué pasa con los delivery que van a 
contramano. Pienso que la disposición que ya aprobamos, que decía “sin casco reglamentario, en 
violación del artículo 33” de tal ley, de fecha tal, podría ser complementada con la siguiente redacción: 
“Asimismo, para quienes condujeran dichos vehículos” -que ya los describimos en otro artículo- 
“también corresponderá la misma falta en caso de que fueran a contraflecha”. 


Lo dejo como reflexión porque me parece que eso es tan peligroso como cualquier otra cosa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recogemos la preocupación del señor Senador Michelini y vamos a buscar 
las penalidades que existen y analizaremos si en la última ley presentada por la Unasev hay alguna 
disposición especial en ese sentido. 


Ahora pasaríamos a considerar el numeral 1) del artículo 6% “Normas relativas a la 
conservación y cuidado de los espacios públicos”. 


(Dialogados.) 


-Simplemente, quería recordar que respecto del artículo 6* -que nada tiene que ver con los 
espacios públicos, sino con la omisión injustificada en denunciar la adquisición de cosas provenientes 
del delito- habíamos tenido una larga discusión en el sentido de eliminar su numeral 1) por considerar 
que la omisión en denunciar la adquisición de un bien que pudiere provenir de una actividad delictiva 
no ameritaba que se la tipificara como una falta. Quiere decir que deberíamos votar negativamente 
este numeral que vino de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR GALLINAL.- Faltó decir: “después de comprada”, es decir, cuando se entera después de 
comprada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 1) del artículo 6*. 
(Se vota:) 


-0 en 9. Negativa. 


Corresponde ingresar a considerar -ahora sí- las normas relativas a la conservación y cuidado 
de los espacios públicos. 


El artículo 7* define qué son los espacios públicos. En este sentido, tenemos alguna propuesta 
alternativa y también una de eliminar toda la definición de espacios públicos. 


La propuesta del señor Senador Rosadilla es la siguiente: “Se entiende por espacio público el 
conjunto de bienes muebles e inmuebles públicos. 


A los efectos de las normas contenidas en esta ley, se asimilan a esta definición los bienes 
muebles e inmuebles de propiedad privada de uso público.” 


El señor Senador Moreira también había propuesto -y está recogido en esta redacción- que se 
eliminara la referencia a la satisfacción de necesidades colectivas. En este sentido, la propuesta del 
señor Senador Rosadilla no incorpora esa frase: “a la satisfacción de necesidades colectivas que 
trascienden los límites de los intereses privados de los habitantes”. 


Después, el señor Senador Pasquet propuso que, como definición de espacio público, se diga 
que es el espacio librado al uso público. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que, en general, las definiciones son complicadas, y en este caso no son 
necesarias porque me parece que, en la aplicación de la ley, los jueces pueden encontrar definiciones 
de espacio público que, aunque no quepan en una definición académica, sirvan para el manejo de las 
situaciones que se presenten. Una avenida, una plaza, una plaza de deportes, son espacios públicos, y 
no es necesario profundizar demasiado; si intentamos ir más allá, puede haber dificultades. Por 
ejemplo, al expresar “el conjunto de inmuebles y muebles públicos”, todos los bienes públicos, 
muebles e inmuebles, formarían un solo y gran espacio público, y creo que ese no es el sentido de la 
expresión, puesto que por espacio se entiende un ámbito que puede ser ocupado por las personas. Por 
eso, después, en el artículo 8% se expresa: “lugar de convivencia, civismo y disfrute”. Si hablamos 
únicamente de los bienes muebles e inmuebles, se nos escapa lo del ámbito que puede ser ocupado. 
Sé que no es fácil, pero no me parece indispensable la definición, puesto que es una expresión de uso 
común y los aplicadores del Derecho pueden utilizarla de acuerdo con el uso corriente sin que nosotros 
tengamos que ir a una definición. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero decir que no soy partidario de introducir una definición de espacio público. 
Creo que ello quedaría fuera de contexto, ya que estaríamos introduciendo una definición de espacio 
público, que es una cuestión propia del Derecho Civil, en un conjunto de normas que tienen, 
básicamente, una naturaleza de carácter penal, pues se hace referencia a las faltas y se establece un 
régimen sancionatorio para el caso de conductas que de alguna manera dañen determinados 
elementos de convivencia dentro de la sociedad. 


Por otra parte, en el ámbito del Derecho Civil ya existen definiciones sobre la materia, por lo 
que el Juez puede discernir qué es espacio público y qué no lo es. Entonces, no entiendo para qué 
nosotros vamos a introducir definiciones propias del Derecho Civil en una normativa de carácter 
básicamente penal. Creo que eso, como dije, estaría fuera de lugar, por lo que opino que es 
inconveniente definir qué es espacio público dentro de esta normativa. 


SEÑOR MICHELINI.- A mí me parece que la redacción del Senador Rosadilla, si bien es imperfecta, es 
la mejor que hemos visto hasta ahora. Creo que, como los otros artículos hablan de espacio público, si 
no hacemos referencia al espacio público y, sobre todo, al espacio privado que es de uso público, 
ocurrirá que habrá determinadas faltan que se cometerán en espacios privados de uso público que no 
serán sancionadas. 


No tengo inconveniente en que se nos acerquen otras redacciones o, incluso, en que se haga 
referencia al Código Civil, pero me parece que de las propuestas que hemos visto, esta es la mejor, 
sobre todo en la parte que expresa: “A los efectos de las normas contenidas en esta ley, se asimilan a 
esta definición los bienes muebles e inmuebles de propiedad privada de uso público”. Creo que hay 


una serie de situaciones que causan daño que deberían penarse como falta; si no definimos esto 
después podrá suceder que no será un delito y el Juez no tendrá ninguna norma para calificar la falta. 
En realidad, estamos intentando que esto sea un compendio de normas sobre faltas. Actualmente, hay 
muchos espacios privados de uso público y si las faltas se dan allí no se podrían sancionar. 


En realidad tenemos tiempo suficiente hasta la sesión del Senado para encontrar una mejor 
redacción; ahora bien, como dije, hasta ahora, de las que se han presentado, esta es la mejor que he 
visto. 


SEÑOR MOREIRA.- Aclaro que coincido con los Senadores Pasquet y Da Rosa. Creo que el espacio 
público está mucho más definido por el uso que por la propiedad. En realidad, aquí se hace referencia 
al espacio público como el conjunto de bienes muebles públicos; es decir que se pone el acento en la 
propiedad de los bienes. Pero hay bienes públicos que no están librados al uso público. Creo que esa 
definición existe, por lo que dejaría esto librado al Juez, ya que me parece que es un concepto de uso 
corriente. 


SEÑOR PASQUET.- Honestamente, creo que decir que el espacio público es el conjunto de bienes 
muebles e inmuebles públicos, no es una buena definición. En ese caso, estaríamos diciendo que 
todos los bienes muebles e inmuebles forman un solo conjunto, al cual llamamos espacio público. 


SEÑOR MOREIRA.- Una silla o la mesa de esta Sala serían espacio público. 
SEÑOR PASQUET.- Y eso no es lo que queremos decir. 
Me parece que la expresión “espacio público” se interpreta sola. 


En lo que tiene que ver con el espacio privado -tema que preocupa al Senador Michelini- creo 
que puede hacerse referencia a él hablando de espacio privado librado al uso público, o expuesto al 
público, que son giros que ya utiliza la legislación penal, en la que se habla, por ejemplo, de 
“expuestos al uso o a la fe pública”, haciendo referencia a lo privado que queda a disposición del 
transeúnte en la vía pública. 


SEÑOR MICHELINI.- Reitero que, hasta ahora, la redacción propuesta por el señor Senador Rosadilla 
es la que más me complace, pero afinando el lápiz, podría establecerse: “Se entiende por espacio 
público el conjunto de bienes muebles e inmuebles, públicos o privados, de uso público.” Entonces, 
aquellos muebles e inmuebles públicos de uso público, serían espacio público, no los muebles e 
inmuebles que no sean de uso público. No sé si eso conforma; de lo contrario votemos el artículo 7* y 

de aquí a la sesión del Senado tendremos tiempo para encontrar una redacción más adecuada. 
También se le puede agregar lo siguiente: “bienes muebles e inmuebles públicos de uso público. A 
los efectos de las normas contenidas en esta ley, se asimilan a esta definición los bienes muebles e 
inmuebles propiedad privada de uso público.” Creo que si no vamos a crear una confusión, aunque 
esta redacción sea imperfecta. 


SEÑOR GALLINAL.- Siguiendo el consejo del Senador Michelini, voy a proponer una redacción: 
“Artículo 7%. Están comprendidos en el presente Capítulo los espacios públicos y los de uso público.” 


SEÑOR MICHELINI.- Perdón, señor Senador, ¿pero comprende también los de uso público, aunque 
sean de propiedad privada? 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que la expresión “y los de uso público” es lo suficientemente abarcativa. No 
define al espacio público y da por entendido que los espacios, sean públicos o privados, si son de uso 
público, están comprendidos por la presente ley. Nos evitamos entrar en la definición, porque es lo 
suficientemente abarcativa y deja un margen para que el juez determine si es espacio público, por 
ejemplo esta silla o la explanada del Palacio Legislativo. Creo que cuanto más escueto sea y menos 
defina, mejor; esto le marca un límite. 


SEÑOR MICHELINI.- Se podría agregar, al final, cuando dice “de uso público” la expresión “más allá 
de su propiedacd”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En todo el material que hemos revisado con la Secretaria aparece siempre 
“espacios y bienes”. No me pregunten por qué, pero aparecen las dos palabras y parece que lo que 
determina es el uso, no la propiedad. Por eso una de las primeras definiciones del señor Senador 
Pasquet era muy escueta y se refería al uso. Si tomara como base lo que proponen los señores 
Senadores Gallinal y Rosadilla, podría llegar a esta definición: “Están comprendidos en el presente 
artículo” -tomando la redacción del señor Senador Gallinal- “los espacios y bienes públicos y privados 
que sean de uso público”. Creemos que se debe poner la palabra “bienes” con la palabra “espacio”, 
pues en todos los textos legales aparecen juntas. Por tal razón, agregaría en la definición la palabra 
“bienes” y pondría “públicos o privados de uso público”. 


Si los señores Senadores están de acuerdo con esta redacción, podríamos asumirla 
provisoriamente, más allá de que podamos hacer alguna corrección de acá hasta que la votemos. 


SEÑOR MICHELINI.- Deberíamos estar terminando hoy con el proyecto de ley. Creo que deberíamos 
votar la propuesta del señor Senador Rosadilla y seguir trabajando para lograr la redacción adecuada. 


La propuesta del señor Senador Gallinal en cierta medida me convence, sobre todo si le 
pudiéramos agregar “más allá de quién sea la propiedad”, porque tengo miedo de que los jueces solo 
tomen como de uso público los bienes muebles e inmuebles públicos y no otros. Hoy hay muchos 
espacios públicos que no son del Estado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aclaro que hice agregar a esta redacción la referencia a los espacios 
privados, de modo que el texto quedó de la siguiente manera: “Están comprendidos en el presente 
capítulo los espacios y bienes públicos y privados que sean de uso público”. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría ver esa redacción escrita, aunque de todos modos propongo que 
votemos la propuesta del señor Senador Rosadilla y busquemos otras redacciones. También, si así se 
considera mejor, podemos dejar para el final esta disposición para seguir avanzando con el resto del 
articulado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, estamos proponiendo una solución de consenso, que, a mi 
juicio, comprende la propuesta del señor Senador Gallinal y también la del señor Senador Rosadilla. 
Me parece que esta redacción, al mencionar los espacios y bienes privados además de los públicos, 
con la aclaración de que sean de uso público, comprende todo lo que aquí se ha sugerido. 


Léase el artículo 7”. 
(Se lee:) 


“Artículo 7*.- “Están comprendidos en el presente Capítulo los espacios y bienes públicos y 
privados que sean de uso público”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 9. Afirmativa. 


Corresponde ahora considerar un punto algo menos complicado que el anterior, que es el 
relativo al vandalismo, contenido en el numeral 1) del artículo 11. Hay propuestas de redacción de los 
señores Senadores Pasquet, Da Rosa y Moreira. Si uniéramos todas esas propuestas, a modo de 


síntesis, podríamos decir lo siguiente. En primer lugar, en vez de “deterioro o destrozos” se hablaría de 
daños de menor entidad, tal como propusieron los señores Senadores Pasquet y Da Rosa. 


SEÑOR PASQUET.- No recordaba haber propuesto eso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tanto el señor Senador Moreira como el señor Senador Da Rosa habían 
recomendado que el texto dijera: “espacios públicos o sus instalaciones tales como bienes muebles o 
inmuebles, monumentos, señalizaciones de tránsito, semáforos o elementos del ornato público”. Para 
más claridad, voy a leer el texto completo. “El que realizare actos de deterioro o destrozos en espacios 
públicos o sus instalaciones tales como bienes muebles o inmuebles, monumentos, señalizaciones de 
tránsito, semáforos o elementos del ornato público”. 


SEÑOR MOREIRA.- Propongo que se diga “y demás elementos del ornato público”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si estamos de acuerdo con esta enumeración, tenemos que adoptar una 
posición respecto a la redacción. Debemos resolver si incluimos los términos “deterioros o destrozos”, 
si solo admitimos “deterioros” o aquella infeliz redacción “daños de menor entidad”. 


Hubo una larga discusión sobre la palabra “daños” y parecía que “daños de menor entidad” 
evitaba los problemas jurídicos que este término podía ocasionar. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que la palabra “daños” no debería incluirse; mejor dejemos “deterioros o 
destrozos” y agreguemos el final que plantea el señor Senador Moreira: “y demás elementos del ornato 
público”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase la redacción propuesta en el numeral 1) del artículo 11. 
(Se lee:) 


“((Vandalismo).- El que realizare actos de deterioro o destrozos en espacios públicos o sus instalaciones 
tales como bienes muebles o inmuebles, monumentos, señalizaciones de tránsito, semáforos y demás 
elementos del ornato público”. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿La palabra “vandalismo” estaría en la redacción? 
SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, es el nomen juris del numeral. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el numeral 2) del artículo 11 -el más escatológico de este proyecto de 
ley-... 


(Hilaridad.) 
1yo nomen juris es el siguiente: “Realizar las necesidades en los espacios públicos”. 


El señor Senador Rosadilla ha presentado un artículo sustitutivo, con dos literales: “a. El que 
defecare u orinare en espacios públicos con instalaciones destinadas especialmente para tal fin. 


b. El que, no existiendo las mismas, lo hiciera de manera provocativa o no guardando el 
decoro debido conforme a sus posibilidades”. 


“ 


El señor Senador Moreira sugirió que a la redacción del literal a) se agregara: 
instalaciones disponibles destinadas especialmente para tal fin”. 


con 


SEÑOR ROSADILLA.- El criterio es diferenciar entre el provocador y el urgido. 


SEÑOR GALLINAL.- Tal como señalé anteriormente, no comparto el literal b). Entiendo que es un 
horror que legislemos autorizando a hacer cualquier cosa mientras no sea de manera provocativa. Me 
parece que la redacción propuesta por la Cámara de Representantes está bien. Con todo respeto le 
digo al señor Senador Rosadilla que no me parece bien que se autorice a hacer las necesidades en 
espacios públicos siempre y cuando no lo hagan en forma provocativa o guarden el decoro. 


SEÑOR MOREIRA.- El artículo propuesto en la Cámara de Representantes dice “salvo en las 
instalaciones destinadas especialmente para tal fin”. Entiendo que va de suyo que esas instalaciones 
estén destinadas para ese fin. 


SEÑOR ROSADILLA.- Sin ánimo de extender este intercambio, no creo que a alguien le guste algo 
así, sino que el tema es qué salida le damos a una norma que impone una falta con trabajo comunitario 
frente a una persona que puede tener una urgencia -y no tiene un espacio destinado para ese fin- y 
quién no la tiene. No es que la estemos autorizando sino que no estamos penalizando un hecho que 
surge de una necesidad imposible de contener. No estamos hablando, por ejemplo, del que se pone a 
fumar en un ómnibus, sino de una persona que está frente a una necesidad impostergable y no 
habiendo instalaciones disponibles habilitadas para tal fin, se ve compelida a hacer sus necesidades. 
Me parece que si no se penaliza esto con un trabajo comunitario no veo cuál puede ser la solución. Lo 
que propongo es que se diferencie a aquel que aun sabiendo que están las instalaciones previstas lo 
hace en cualquier lado, por simple desprolijidad o comodidad, del otro que estando urgido se ve 
compelido a hacerlo buscando la forma más decorosa y menos agraviante, provocativa oO 
exhibicionista, por decirlo de alguna manera. Por supuesto que sé que no es fácil y tampoco es un 
momento grato para la persona que se ve en la necesidad de hacer esto, que se encuentra en la calle 
y tiene que optar por hacer sus necesidades en la ropa o buscar un lugar donde hacerlo. Esa es la 
realidad. 


SEÑOR DA ROSA.- Empiezo por señalar que, si se consagra la norma, en el acápite del artículo, 
donde dice “Realizar las necesidades en los espacios públicos” debería agregarse “urbanos y 
suburbanos”, por las razones que ya expuse en alguna oportunidad, ya que, aunque pueden resultar 
demasiado teóricas, pueden darse. No es lo mismo un espacio público en una zona rural, en un camino 
rural, que una plaza pública en el centro de una ciudad o en la Ruta 5. 


Por otro lado, confieso que sobre este tema he cambiado mi posición varias veces y al 
principio, cuando el señor Senador Rosadilla planteó sus dudas acerca de incorporar este artículo -al 
comienzo del tratamiento del proyecto de ley- era firme partidario de su inclusión. Sin embargo, le he 
dado vueltas al tema una y otra vez para terminar convenciéndome de que lo mejor sería no incluir este 
artículo. Creo que es muy difícil regular hasta qué punto se puede juzgar la subjetividad de saber hasta 
qué punto una persona tuvo justificativo para hacer esto; es un tema muy complicado. Además, creo 
que si hay una actitud -que en definitiva es la que se quiere penar- por parte de alguien que 
abiertamente está burlándose del decoro público de los demás, existe la figura penal del ultraje público 
al pudor. En consecuencia, el juez podrá aplicar la figura penal correspondiente y se termina el tema... 


SEÑOR PASQUET.- Los delitos como el de ultraje público al pudor requieren la nota de obscenidad, 
señor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Parece que el señor Senador Pasquet está más actualizado en materia de 
Derecho Penal. 


Creo que pretender establecerle al juez una norma en base a la cual debe aplicar una 
sanción -porque lo es aunque se trate de trabajo comunitario- en función de elementos tan subjetivos, 
es algo muy difícil y por ello optaría porque este artículo no estuviera presente. 


SEÑOR GALLINAL.- Apoyado. 


SEÑOR DA ROSA.- Si se diera una actitud grosera, ya existen normas del Derecho Penal para que el 
juez aplique directamente una figura delictiva y evitamos entrar en este terreno. 


Esta es mi posición, reitero, después de darle varias vueltas al tema. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PASQUET.- Estoy de acuerdo con lo que decía el señor Senador Da Rosa en cuanto a que 
cuando se dice “espacio público” habría que agregar “urbano y suburbano”. Con esa precisión soy 
partidario de mantener la figura; pero, repito, no hay normas penales que castiguen esto porque los 
delitos como el de ultraje público al pudor requieren la nota de obscenidad, el elemento erótico; la mera 
realización de las necesidades en los espacios públicos no es delito. 


Entonces, si no hay falta, no hay nada, y seguiremos consintiendo un espectáculo que se 
hace cada vez más frecuente. Sin exagerar, se ven individuos haciendo sus necesidades en la vía 
pública con una actitud provocativa, que no es que pretendan llamar la atención, sino que simplemente 
se comportan con total desparpajo, como si estuvieran en el fondo de su casa. A esto hay que ponerle 
coto -más allá de la conceptualización del tema, que es lo difícil- y crear un instrumento práctico que 
permita a las autoridades actuar en situaciones así. Si el individuo realmente estaba afectado por una 
necesidad impostergable, lo explicará al juez, quien actuará con humanidad y contemplará la situación, 
como siempre sucede. Es mucho más fácil no procesar que sí hacerlo. Por lo menos, quedará 
establecido el concepto oO la idea de que si alguien hace sus necesidades en la vía pública, puede 
venir la Policía y llevarlo a un Juzgado. Eso hará que se trate de actuar de manera oculta, sin exhibirse 
públicamente para no exponerse a esas consecuencias, que es justamente lo que buscamos. El que se 
vea abrumado por la necesidad, hará lo que deba hacer, pero se cuidará de no exponerse a la vista de 
los demás, que es lo que únicamente se pide. 


Ahora bien, si ponemos todos los distingos en la propia norma, la consecuencia será que la 
Policía no actúe, porque ¿cómo puede determinar que el individuo actuó de manera provocativa o 
buscando llamar la atención? Eso es imposible. En la duda no hará nada. Si queremos que alguien 
haga algo, la norma debe establecer que el que defeque u orine en la vía pública será conducido al 
Juzgado, donde dará cuenta de sus razones. Si las tiene no será procesado, pero sí lo será en caso 
contrario. De otra manera esto no funcionará, cuando me parece necesario que sí funcione, porque 
cuando queramos acordarnos, en una calle del centro cualquier persona hará cualquier cosa, como en 
alguna medida ya está pasando. 


SEÑOR ROSADILLA.- En realidad, mi primera reacción frente a esto fue la misma que expresó el 
señor Senador Da Rosa, es decir, no incluirlo y dejarlo librado al criterio del juez. El problema es que, 
al incluirlo, al juez no sele da  -hasta donde advierto- ningún tipo de estimación del hecho. 


SEÑOR PASQUET.- Sucede que estas normas deben interpretarse en el conjunto del orden jurídico, 
donde están todas las causales de justificación, como por ejemplo, el estado de necesidad, que el juez 
debe tomar en cuenta aunque aquí no se diga expresamente. 


SEÑOR ROSADILLA.- La propuesta que recién mencionaba era a efectos de encontrar un punto para 
que esto no siga pasando -todos estamos de acuerdo en que no puede ser que, con total desparpajo, 
en cualquier lugar se hagan las necesidades- y para que no se creen situaciones en las que, 
personas abrumadas por las circunstancias, puedan pasar por el momento ingrato de tener que ir a un 
Juzgado. 


Obviamente, me atengo a la posición mayoritaria. En ese sentido, si se quiere eliminarlo, 
estoy dispuesto; esa fue mi posición inicial. Sin embargo, la idea es dejar algo consagrado para 
aquellos casos que obviamente violentan la convivencia pública y que todos vemos. Además, sabemos 
cuándo alguien está tomando medidas dentro de sus posibilidades y cuándo a una persona no le 
importa nada. Ahora bien, si la norma no lo dice, a mi juicio no hay forma de separar bagres de 
tarariras. 


SEÑOR MICHELINI.- Si esta norma no hubiera venido de la Cámara de Representantes, no 
estaríamos discutiendo este tema, pero me parece que sacarla ahora sería un error. 


Tomando en cuenta algunos planteamientos hechos por el señor Senador Da Rosa, 
considero que habría que eliminar la expresión “espacios públicos” y establecer lo siguiente: “El que 
defecare u orinare en zonas urbanas o suburbanas, fuera de las instalaciones destinadas 
especialmente para tal fin”. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Y en el fondo de tu casa? 


SEÑOR MICHELINI.- Podemos hacer de esto un código o catálogo. Creo que sacarlo sería un error; lo 
mejor es que esté consagrado, aunque me parece que la expresión “espacio público” complica. 


SEÑOR PASQUET.- Quizá habría que poner “espacio público urbano o suburbano”, como dijo el señor 
Senador Da Rosa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está en el acápite. 


SEÑOR MICHELINI.- Se podría establecer: “El que defecare u orinare en espacios públicos urbanos o 
suburbanos, fuera de las instalaciones destinadas especialmente para tal fin”. Creo que de esta forma 
podríamos estar redondeando la redacción con la propuesta del señor Senador Rosadilla, sin el literal 
b). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tengo la redacción que recoge las propuestas de los señores Senadores Da 
Rosa y Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo las mismas dudas de todos. En aras de hacer una casuística con esto, 
estoy pensando en algo que ocurre con frecuencia: en la gente que vive en la calle y hace sus 
necesidades allí. Es cada vez más común, no solo en Montevideo, sino en otras zonas del país, ver 
gente que vive en las puertas de los edificios y hacen sus necesidades en cualquier lado. A veces no lo 
hacen en forma provocativa; simplemente lo hacen porque están tirados ahí. Me parece que habría que 
prever estas cosas, como lo hace otra norma respecto de quienes ocupan los lugares públicos o 
acampan en ellos. Aquí se trata de disuadir a la gente de ese tipo de conductas o comportamientos 
sociales derivados de situaciones de extrema miseria o adicción, entre otras razones. 


Entonces, nos preguntamos: ¿Hasta dónde vamos con esto? Los que duermen en la calle 
defecan en espacios públicos porque no tienen instalaciones destinadas a ese fin; a veces no lo hacen 
tratando de aparentar, sino que simplemente lo hacen. El tema es hasta dónde vamos con esto. 


También es cierto -porque uno lo ve en los diarios todos los días- que después de los 
espectáculos nocturnos, sobre todo jóvenes e, incluso, borrachos, van a las plazas y a determinados 
lugares a hacer sus necesidades; en realidad, hacen de todo, no solo defecar y orinar. 


Realmente creo que este tema no es fácil de acotar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a leer una redacción que recoge las propuestas de los señores 
Senadores Da Rosa y Rosadilla. 


El acápite o nomen juriís del artículo sería: “Realizar las necesidades en los espacios públicos 
urbanos y suburbanos”, de forma de evitar lo concerniente a los espacios rurales. 


Luego, establece: “a. El que defecare u orinare en los espacios públicos con instalaciones 
disponibles destinadas especialmente para tal fin. 


b. El que, no existiendo las mismas, lo hiciera de manera provocativa o no guardando el 
decoro debido conforme a sus posibilidades”. 


SEÑOR GALLINAL.- No comparto el literal b; es una aberración. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


-En lo personal, hasta ahí estoy de acuerdo con el artículo porque, de esa manera, le estamos 
dando cabida a la propuesta del señor Senador Rosadilla. Si no hay instalaciones, ¿puede hacerlo 
igual? No. Obviamente que no. Si no hay instalaciones y lo hace, será el juez el que, en definitiva, 
resuelva y diga que lo que hizo es un disparate y, en consecuencia, lo sanciona o, por el contrario, que 
no merece ningún tipo de sanción. 


Por eso yo llevaría la redacción hasta allí. Me parece que es peligroso introducir el literal b), 
porque es como si estuviéramos dando libertad de acción, y creo que es algo que nadie pretende, ni 
siquiera el señor Senador Rosadilla. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Veamos si nos entendemos, señores Senadores, porque lamentablemente 
nos vamos acercando a la redacción propuesta de la Cámara de Representantes. 


(Dialogados.) 


Digo “lamentablemente” porque dimos una vuelta para, finalmente, terminar en el principio y 
el tiempo siempre es un recurso escaso. Lo dije solo por eso. 


Tenemos, entonces, la redacción que viene de la Cámara de Representantes: “El que 
defecare u orinare en cualquier espacio público, salvo en las instalaciones destinadas especialmente 
para tal fin”. 


SEÑOR MICHELINI.- Estamos proponiendo la redacción del literal a) del señor Senador Rosadilla, 
agregando “urbanos o suburbanos”. 


Leo la propuesta, señora Presidenta: “El que defecare u orinare en espacios públicos urbanos 
o suburbanos, fuera de las instalaciones destinadas especialmente para tal fin”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo, señor Senador. 

SEÑOR MICHELINI.- Es la redacción del señor Senador Rosadilla, pero con algunas modificaciones. 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 

SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el numeral 2) del artículo 11, con las modificaciones propuestas. 

(Se lee:) 


“2) (Realizar las necesidades en los espacios públicos urbanos y suburbanos).- El que 
defecare u orinare en cualquier espacio público urbano o suburbano fuera de las instalaciones 


destinadas especialmente para tal fin”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-8 en 9. Afirmativa. 


SEÑOR LORIER.- Tengo una inquietud con respecto a los animales domésticos que defecan en la 
calle: existen faltas pero no sé hasta qué nivel hoy se está controlando esta situación. Esta es una 
práctica generalizada en todos los lugares. Estoy hablando, repito, de los animales domésticos. 


Por otro lado, en su momento hicimos una propuesta con relación a los animales domésticos 
que los dueños no atienden debidamente y se interponen en la vía pública provocando accidentes y 
son un peligro que, inclusive, he vivido personalmente. Creo que esas personas también deberían 
estar incluidas en el sistema de faltas, porque son muchos más los accidentes que se producen por 
estos animales sueltos en la vía pública de lo que nosotros nos imaginamos. 


SEÑOR PASQUET.- Me parece que eso está previsto en el Código Rural. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el Titulo VI del Capítulo XXIIl, “De las Obligaciones de los conductores 
de animales”, hay unos cuantos artículos relativos a la circulación de los animales de tiro, troperos, 
etcétera. No sé si habla de los animales domésticos y las normas relativas a defecar y orinar en los 
espacios públicos, pero con relación a animales sueltos en la vía pública, ya hay una reglamentación. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que eso se refiere a ganado y caballos. 


SEÑOR LORIER.- Intentaremos traer una redacción, pero lo que me preocupa son los animales, sobre 
todo los caballos, porque ha habido muchos accidentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos ahora al artículo 12, referido a la ocupación indebida de espacios 
públicos. 


Recuerdo a los señores Senadores que este artículo fue muy discutido en la Cámara de 
Representantes, en particular, el tema de la ocupación de los espacios públicos por huelga o conflictos 
laborales. 


Dice así: “Artículo 12.- Agrégase al Código Penal, el siguiente artículo: 


“Artículo 368. (Ocupación indebida de espacios públicos).- El que fuera del ejercicio del 
derecho consagrado en el artículo 57 de la Constitución de la República, ocupare espacios públicos 
acampando o pernoctando en forma permanente en ellos, será castigado con pena de siete a treinta 
días de prestación de trabajo comunitario, si habiendo sido notificado dos veces de que desista de su 
actitud, persiste en la misma. 


Siempre que se constaten las conductas referidas, la persona será trasladada a una 
dependencia del Ministerio de Desarrollo Social a los efectos de que se recabe su identidad, se le 


ofrezca una alternativa adecuada a su situación y se dé cuenta al Juez competente”. 


Informo a los integrantes de la Comisión que no tengo una redacción alternativa para este 
artículo y tampoco recuerdo la razón por la cual decidimos desglosarlo. Entiendo que la duda surge 
porque el texto dice “habiendo sido notificado dos veces de que desista de su actitud”. 


SEÑOR MICHELINI.- Este artículo fue muy trabajado en la Cámara de Representantes y me parece 
que modificarlo generaría una complicación, al menos a la bancada oficialista. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Soy consciente de eso y lo tengo claro. La bancada oficialista estaría 
dispuesta a votar este artículo con la redacción que viene de la Cámara de Representantes pero nos 
interesa escuchar la opinión del resto de los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR PASQUET.- No nos parece feliz el comienzo de este artículo porque dice: “El que fuera del 
ejercicio del derecho consagrado en el artículo 57 de la Constitución de la República”, es decir, el 
derecho de huelga y eso no tiene la conexión necesaria con la ocupación de espacios públicos, 
acampando o pernoctando. Si lo que se quiere hacer es una alusión a la ocupación, esta tampoco se 
hace en espacios públicos sino que tiene que ver con locales industriales o comerciales que son de 
propiedad privada. Por otra parte, cuando se ocupan bienes públicos, como sucede con la sede de los 
Ministerios, la autoridad pública interviene inmediatamente y desocupa. 


Entonces, para buscar un equilibrio entre el propósito de no afectar lo que puedan ser 
derechos y castigar la conducta que aquí se pretende, propondría la siguiente redacción: “El que sin 
causa justificada ocupare espacios públicos”. Luego los jueces determinarán cuál es la causa 
justificada según lo que se invoque en cada caso, Me podrán decir que es redundante porque las 
causas de justificación pertenecen a la autoría general del Derecho y no necesitan texto expreso que 
las recoja, pero hago esta propuesta para contemplar la sensibilidad que pueda haber en esto. Luego, 
cada cual entenderá que eso puede ser el ejercicio del derecho de huelga o el derecho de reunión que 
puede verse comprometido por aquellos que se encuentren en un lugar. Felizmente, en Uruguay esto 
no ha sucedido todavía pero hay que tener en cuenta que hace poco tiempo en Estambul acamparon 
en una plaza en protesta por ciertas actividades que pensaba desarrollar el gobierno turco. Esa sería 
una forma de ejercicio del derecho de reunión que habría que ver si está justificado o no, según las 
circunstancias. Reitero que el decir “sin causa justificada” cubre las distintas posibilidades y, en todo 
caso, va más allá del derecho de huelga y de reunión. 


A su vez, hay algunos matices que me parece que hacen que la norma sea prácticamente 
inaplicable. El texto dice: “acampando o pernoctando en forma permanente”. ¿Qué se quiere decir con 
permanente? ¿Refiere al ánimo de constituir domicilio en un lugar? Obviamente, la persona en 
cuestión siempre va a decir que está allí circunstancialmente y que su propósito no es permanecer en 
el lugar sino superar una situación transitoria. ¿Cómo se prueba la calidad de permanente cuando la 
persona declara que no tiene intención de permanecer allí por tiempo indefinido? Esto solo basta para 
que la norma sea inaplicable. Luego, cuando dice: “habiendo sido notificado dos veces de que desista 
de su actitud, persiste en la misma”, introduce en el trámite una elongadera que lo desnaturaliza. Si se 
quiere mantener algo así propongo que el texto diga: “Si habiendo sido intimado a deponer su actitud, 
persiste en la misma”, porque de esta forma se intima a la persona una vez y si continúa en ese lugar, 
se procederá a su detención. Me parece que habría que hacer estas correcciones porque es una 
norma necesaria para defender el espacio público. 


SEÑOR MOREIRA.- También yo señalo mi preocupación a este respecto porque no creo que el 
derecho de huelga confiera el derecho a acampar en un espacio público -el derecho de huelga es la 
interrupción del trabajo- y creo que tampoco el de ocupar los espacios privados. 


Si el Poder Ejecutivo nos ha remitido un proyecto de ley en el que no hace referencia al 
derecho de huelga, me parece que el agregado que se le ha introducido en la Cámara de 
Representantes implica ir más lejos de la intención inicial de aquél. Además, fijense que en la 
redacción del Poder Ejecutivo, se dice: “El que ocupare espacios públicos, acampando en ellos en 
forma transitoria o permanente”, o sea, no ya exclusivamente permanente, sino también transitoria. 
¿Cuántas horas, cuantos días son? ¿Cómo se define lo de “transitoria o permanente”? Si tengo que 
optar por uno de los dos proyectos, me quedo con el del Poder Ejecutivo, que no hace referencia al 
derecho de huelga. Creo que nada justifica que por un paro se ocupe un espacio público; no hay 
ninguna causal que diga: “Usted puede, porque tiene tal causal, ocupar un espacio público”. ¿Qué es lo 
que legitima la ocupación de un espacio público? ¿Acampar en forma transitoria o permanente? A mi 
juicio, nada lo legitima; ni la huelga ni protesta de índole alguna. 


Insisto en que, en mi concepto, está bien la redacción del Poder Ejecutivo, que dice: “El que 
ocupare espacios públicos, acampando en ellos en forma transitoria o permanente o pernoctando 
luego de haber sido notificado” o “intimado”, como dice el señor Senador Pasquet. Eso me parece más 
claro porque lo intiman para que desista de su actitud y todavía da a la autoridad policial una latitud 
que, como sabemos, se maneja en esos casos. Cuando fui Intendente tuve gente acampada en las 
proximidades de la Intendencia a raíz de los problemas suscitados por la aftosa; ahí se conversa, se 
intima una vez. Creo que con esas dos intimaciones tenemos la flexibilidad necesaria, pero no 
debemos remitirnos al derecho de huelga porque en ese caso puede suceder que durante una huelga 
ocupen, por ejemplo, en las afueras del Palacio -como sabemos que sucede- y que se queden a vivir. 
Por lo tanto, me parece que está mal el agregado hecho en la Cámara de Representantes que remite 
al artículo 57 de la Constitución. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que primero tenemos que hacer una precisión: estamos hablando de 
una falta. En la redacción del proyecto de ley aprobado por la Cámara de la Representantes no veo 
cuál es la sanción, si son siete a treinta días de prestación de trabajo comunitario. 


SEÑOR MICHELINI.- Se dice al final del inciso primero. 


SEÑOR GALLINAL.- Es verdad. Estamos hablando de una falta. En lo que significa la ocupación de 
los lugares públicos está legislada la posibilidad de sacar a la persona del lugar; existen varios 
mecanismos para actuar en consecuencia. Es obvio que no estamos hablando del ejercicio del derecho 
de huelga, por lo que comparto lo dicho por los señores Senadores preopinantes sobre la introducción 
del artículo en cuanto a que complica aún más su inteligencia. 


Pero además me surge una pregunta cuando dice: “habiendo sido notificado dos veces de 
que desista de su actitud”. ¿Notificado por quién? ¿Por la Policía? ¿Por el dueño del lugar? ¿Por el 
juez? No lo dice; hay que adivinar porque no se sabe por quién tiene que ser notificado. El solo hecho 
de que tenga que ser notificado dos veces, nos da la pauta de que estamos hablando de un caso que 
no tiene nada que ver con el ejercicio del derecho de huelga. No veo cuál es la razón de incluir la 
expresión “habiendo sido notificado dos veces”, cuando en la redacción del Poder Ejecutivo no existía 
esa condición. Además, en la última parte habla del Ministerio de Desarrollo Social y, si no me 
equivoco, sobre el tema de los vagabundos y demás ya se ha legislado. Se otorgó una facultad, pero 
no recuerdo si fue de emergencia, transitoria o se dejó con carácter permanente. Creo que fue en 
forma permanente que se dio la potestad al Mides de sacar a la persona de ese sitio, alimentarla y 
luego devolverle su libertad o tratar de llevarla a algún lugar. Ese tema fue discutido. 


Me parece que se arma un engorro tal que el artículo, con la redacción que viene de la 
Cámara de Representantes, no tiene razón de existir. Me animaría a tratar de corregir la remitida por el 
Poder Ejecutivo, porque me parece que la de la Cámara de Representantes no tiene solución. 


SEÑOR MICHELINI.- Quizás los que no tengamos solución seamos nosotros. Repito que sobre este 
artículo se trabajó mucho y tal vez su redacción no sea la más feliz. El poner “en forma transitoria o 
permanente” no es problema. La cuestión es que quien ocupare un espacio público desde la 
perspectiva de que lo haga con actitud de reunión o en el sentido de usar su libertad para protestar y 
demás no se consideraría una falta. Podrá tener otras connotaciones penales que desconozco, pero 
reitero que eso no se consideraría una falta. Por eso se estableció “el ejercicio del derecho consagrado 
en el artículo 57 de la Constitución de la República” desde la perspectiva del derecho de huelga con 
mayor amplitud, porque a veces se acampa frente al lugar de trabajo o a una empresa y se genera una 
situación que no podríamos decir que sea una huelga propiamente dicha, pero tampoco que no tiene 
nada que ver con ella. Si se quiere, se puede agregar: “si habiendo sido notificado dos veces por la 
autoridad competente de que desista de su actitud, persiste en la misma”. Eso puede ser considerado 
una falta, pero todos sabemos que hay gente que empieza a apropiarse de espacios públicos como 
plazas, porque se instala allí y después ya no se puede pasar por ese lugar. Es una herramienta que 
los jueces tendrán. Repito que quizás no sea la redacción más feliz. Si se quiere poner “en forma 
transitoria o permanente” nos parece bien. Si se desea, se puede agregar “si habiendo sido notificado 
dos veces por la autoridad competente de que desista de su actitud”, pero no tenemos mucho más 
margen porque llegamos al acuerdo de que este tipo de falta no refiera a situaciones que, con una 
visión amplia y laxa, podrían estar vinculadas al tema de los conflictos laborales. 


SEÑOR DA ROSA.- A mi modo de ver, la más conveniente es la redacción inicial enviada por el Poder 
Ejecutivo. Me parece que entramos a mezclar temas; si bien es cierto que pueden tener alguna 
relación, como recién manifestaba el señor Senador Michelini, el ejercicio del derecho de huelga 
consagrado en la Constitución de la República no está vinculado directamente al de la ocupación 
transitoria o permanente o a pernoctar en lugares que son espacios públicos. Son asuntos diferentes y 
no veo la conveniencia de mezclar el artículo 57 de la Constitución de la República, que consagra y 
protege el derecho a la huelga, con este tema. 


En ese sentido, me parece más clara y ajustada la norma que envía el Poder Ejecutivo, 
sustituyendo la palabra “notificado” por “intimado”. Por otro lado, donde dice: “si habiendo sido intimado 
dos veces de que desista de su actitud”, habría que agregar: “por parte de la autoridad municipal o 
policial correspondiente”, que son quienes tienen que actuar frente a una situación de este tipo. Esta 
redacción es más clara y responde a la finalidad con la que el Poder Ejecutivo incluyó la norma dentro 
de este articulado. He visto casos en que se apela a este tipo de práctica de ocupaciones de lugares 
públicos y que incluso responden a la convocatoria a través de radios “truchas” o cosas por el estilo. 
Creo que a eso quiere apuntar el Poder Ejecutivo cuando incluye esta norma. 


Por otro lado, no veo por qué hay que mezclar en esto el artículo 57 de la Constitución, que 
plantea algo que no tiene directa relación. ¿Para qué vamos a mezclar cosas diferentes -aunque 
tengan puntos de conexión- complicando más la redacción? Dejemos el texto que propone el Poder 
Ejecutivo, que lo que busca es que los espacios públicos no sean lugares de ocupación permanente, 
de manera de no alterar el orden público y su uso por el común de la gente. 


Por todas estas razones, me parece que es mejor la redacción que envía el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quiero dejar tres constancias. En primer lugar, esta norma sobre faltas está 
siendo necesaria para alcanzar los objetivos de mejora en las condiciones de convivencia y de vida de 
los uruguayos. 


En segundo término, llevamos discutiendo y trabajando en forma intensa en este proyecto 
de ley desde que fue aprobado el 19 de diciembre del año pasado por la Cámara de Representantes. 
De manera que no se puede decir que no hemos puesto tiempo y trabajo en este tema. 


En tercer lugar, comparto lo que han dicho varios señores Senadores en el sentido de que la 
redacción dada por el Poder Ejecutivo es la más convincente. 


También tengo que decir, en virtud de las tres anotaciones que hice, que poniendo en la 
balanza la opinión que tengo sobre este artículo, la necesidad que existe de aprobar este proyecto de 
ley y sabiendo que de no respetar un acuerdo que tenemos -en especial respecto a esta disposición- 
corremos el riesgo de que pasen meses sin que esto pueda hacerse efectivo, voy a votar esta iniciativa 
como viene, por disciplina política, dejando constancia de que hubiese preferido una redacción más 
cercana a la del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- De todo lo que se ha conversado sobre este artículo, creo que la solución más 
adecuada sería una suerte de mix entre lo que se ha propuesto por parte del Poder Ejecutivo y lo que 
ha votado la Cámara de Representantes. 


Para salvar esta referencia al derecho de huelga dispuesto en el artículo 57 de la Constitución 
-reconozco el trabajo que puede haber dado en la discusión que se realizó en la otra Cámara- me 
parece interesante lo que propone el señor Senador Pasquet cuando dice “el que sin causas 
justificadas”, a lo que luego habría que agregar la redacción del Poder Ejecutivo: “ocupare espacios 
públicos, acampando en ellos en forma transitoria”, etcétera, y después continuaríamos con la 
redacción propuesta por la Cámara de Representantes en el inciso segundo. Lo que debemos tener en 
cuenta es que esto no está dedicado a esas movilizaciones colectivas sino a la persona. Me parece 
que esto debe quedar bien claro. Cuando se instaló frente al Palacio Legislativo un campamento -creo 
que de los productores hortícolas o agrícolas- y pasaron como seis meses, a nadie se le ocurrió 


desalojar a la gente que estaba allí. En realidad, se trataba de que no impidieran el tránsito y la libre 
circulación de las personas. 


La redacción del inciso primero del proyecto remitido por el Poder Ejecutivo junto con la del 
segundo inciso del votado por la Cámara de Representantes me satisface bastante. 


SEÑOR PASQUET.- El hecho de que la conducta deba observarse en forma permanente conspira 
contra la aplicación de la norma. El texto remitido por el Poder Ejecutivo hablaba de “transitoria o 
permanente”, lo cual es preferible. Creo que se podría hacer abstracción del elemento tiempo porque 
las demás conductas -acampar o pernoctar- tienen ínsita la duración. Acampar no es una conducta que 
se cumpla en un instante, como así tampoco el pernoctar, sino que insumen tiempo. Y ese es el tiempo 
necesario para que se configure la falta. Si le agregamos el plus de la permanencia, el problema que 
se genera es que no se puede probar. Las personas imputadas dirán siempre que no tenían intención 
de estar en forma permanente sino solamente por ese día, por esa vez, por esa circunstancia. Por lo 
tanto, la norma se vuelve inaplicable. Entonces, si de verdad se quiere castigar esta conducta, 
mantengamos la redacción del Poder Ejecutivo -“transitoria o permanente”- o eliminemos la referencia 
al tiempo. Así como está es pour la galerie, porque cuando esto se lleve a la prueba de la aplicación 
judicial no habrá quien permanezca imputado dado que bastará con declarar su intención de no 
permanencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Es cierto lo que decía el señor Senador Gallinal. Acá estamos tipificando o no la 
falta, calificando o no la conducta, pero eso no sustrae la posibilidad al Poder Ejecutivo de poder 
actuar. Hay otras normas que regulan eso. No sería punible la falta pero se los podría sacar igual; eso 
no escaparía al poder coercitivo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lamentablemente, como señalaron los Senadores Michelini y Rosadilla, 
estamos un poco atados al acuerdo que se celebró en la Cámara de Representantes, tanto en lo que 
tiene que ver con “transitoria o permanente” -esto fue muy discutido y se resolvió hablar de 
“permanente”- como en lo relativo a la referencia al artículo 57 de la Constitución. La verdad es que 
son compromisos políticos que ha asumido esta bancada. No obstante, estamos en condiciones de 
aceptar las propuestas de modificar “notificado” por “intimado” o de hacer alusión a la autoridad policial 
o municipal competente luego de la notificación en dos oportunidades. 


Reitero que no podemos acceder a ningún cambio en lo que hace a la referencia temporal y a 
la cita del artículo 57 de la Constitución de la República, pero sí a las modificaciones propuestas por el 
señor Senador Da Rosa. 


Se va a votar el texto aprobado por la Cámara de Representantes con las modificaciones 
señaladas. 


(Se vota:) 
-5 en 9. Afirmativa. 


El artículo 13 refiere a la prestación de trabajo comunitario, y si bien habíamos llegado a un 
acuerdo, la Secretaría nos plantea una mejor redacción para el último inciso. Actualmente dice: “Es 
obligatorio el cumplimiento de las tareas impuestas. Si el infractor no cumpliere la pena de prestación 
de trabajo comunitario, el equivalente será por cada día que haya sido condenado a prestar dichos 
trabajos, o lo que le restare por cumplir en su caso, un día de prisión”. Este galimatías ha sido 
modificado por “el equivalente será un día de prisión por cada día que haya sido condenado a prestar 
dichos trabajos”. 


SEÑOR GALLINAL.- Me pregunto por qué dice “infractor” en el texto venido de la Cámara de 
Representantes, cuando en la redacción del Poder Ejecutivo se habla de “condenado”, que sería lo 
lógico. En todo caso, si no quieren poner “condenado”, se podría decir el “obligado”, pero no el 
“infractor”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De todos modos, podemos votar el artículo con la palabra “condenado”. 


El inciso quedaría redactado de la siguiente manera: “Si el condenado no cumpliere la pena 
de prestación de trabajo comunitario, el equivalente será un día de presión por cada día que haya sido 
condenado a prestar dichos trabajos”. 


SEÑOR PASQUET.- La palabra “condenado” está repetida dos veces. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Las redundancias en las leyes no importan; las leyes no tienen que ser 
bellas, sino precisas. 


SEÑOR GALLINAL.- La segunda vez que se cita la palabra “condenado” podría sustituirse por 
“obligado”. 


Solicito al señor Senador Pasquet que lea todo el artículo, así ya lo votamos con esa 
redacción. 


SEÑOR PASQUET.- En realidad, estaba buscando la redacción alternativa. Diría algo así: “Si el 
condenado no cumpliere la pena de prestación de trabajo comunitario cumplirá un día en prisión por 
cada día de trabajo comunitario no cumplido”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar este inciso con la redacción propuesta por el señor Senador 
Pasquet. 


(Se vota:) 
-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Pasamos a considerar el artículo 17, que es la última gran discusión que tenemos sobre este 
tema. Hay tres sustitutivos presentados por tres personas distintas, uno de ellos es el señor Senador 
Da Rosa. 


En realidad, el artículo 22 es el último que tenemos para votar, que es el relativo a las 
derogaciones y sobre el cual el señor Senador Pasquet ha hecho un estudio. 


El inciso tercero del artículo 17 refiere a la ausencia de comparecencia en audiencia. Esta 
disposición figura en las páginas 30 del repartido y 8 del material que fue repartido. 


Quiero recordar que cuando se estaba por levantar la sesión pasada, el Senador Michelini 
presentó una última redacción. 


SEÑOR MICHELINI.- En la página 8 figuran dos redacciones propuestas por mí; la primera es de dos 
sesiones anteriores y la segunda, denominada sustitución 3 del inciso tercero, es la más afinada, por lo 
que creo que deberíamos analizar esa. En los incisos primero y segundo no tendríamos 
inconvenientes, aunque no sé si ya fueron votados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ya fueron votados. 


SEÑOR MICHELINI.- De acuerdo. En la redacción a la que hago referencia quizás haya que expresar - 
tal como sugiere Secretaría- “a” en lugar de “de”, diciendo “sin justificación a la primera audiencia del 
representante público o si el mismo faltare a la segunda convocatoria, provocará la clausura definitiva 
del proceso e implicará el sobreseimiento de la causa y el Juez comunicará en tal caso a la sede del 
Ministerio Público competente” -esta era una idea del Senador Da Rosa- “la ausencia de su 


representante. Si el indagado no compareciere en forma injustificada a la primera audiencia, o si el 


mismo faltare a la segunda convocatoria,” -aquí no se habla de que fuera justificado o no- “el Juez 
ordenará su conducción y fijará audiencia dentro de las 24 horas siguientes a ser informado” -aquí se 
está hablando del juez y pienso que esto se entiende bien; recuerden que este es un giro que dio en su 
oportunidad el Senador Gallinal- “que se ha efectivizado la misma”. Creo que este sustitutivo es 
completo, pues recoge las propuestas de los Senadores Da Rosa, Pasquet y Gallinal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el inciso tercero del artículo 
17. 


(Se vota:) 
-7 en 8. Afirmativa. 


Resta considerar un aditivo propuesto por el Senador Rosadilla al artículo 21. En su 
momento, se dijo que era necesario determinar quién es competente en Juzgados de Faltas, por lo que 
el Senador Rosadilla propuso agregar un inciso segundo al artículo 21, que diría lo siguiente: “Los 
jueces de faltas en Montevideo, así como los jueces departamentales del interior, entenderán en 
materia de faltas”. 


SEÑOR DA ROSA.- Quisiera saber si cuando dice “jueces departamentales del interior” se refiere a los 
jueces letrados departamentales o a los jueces de paz departamentales. 


SEÑOR ROSADILLA.- Al escuchar ahora la propuesta que hice en su momento, me doy cuenta de 
que adolece de dos defectos. Digo esto porque se determina la norma por la realidad actual, pero no 
se toman previsiones para eventos futuros. Entonces, diría que son competentes los jueces de faltas 

-donde estuvieren, porque hoy pueden estar en Montevideo y mañana podrán estar en otro lugar- 
y los jueces departamentales, sin determinar el tema del interior. De lo contrario, mañana estaría 
dejando fuera de la competencia la necesidad de tener un Juzgado de Faltas en Canelones, 
Maldonado, Rivera, Salto o donde fuese. 


SEÑOR MICHELINI.- Los cargos de jueces de faltas se van a crear por ley. Creo que se debería 
establecer que los jueces de faltas tendrán competencia en Montevideo y los jueces departamentales 
de paz en el interior. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo unirlo a las derogaciones, señor Senador Pasquet. En el artículo 
22 -que es en la disposición donde se proponen las derogaciones- derogamos el artículo 481 de la Ley 
N* 16.736, por el cual se transformaba el Tribunal de Faltas en tres Juzgados de Faltas. Después, la 
Ley N* 18.996 de 2012, creó un Juzgado de Faltas y habilitó los cargos. La Suprema Corte de Justicia, 
a partir del 1? de febrero de 2010, suprimió dos Juzgados de Faltas de Primer y Segundo Turno. La 
resolución de 20 de mayo de 2013 designa Actuarios por vía de ascenso en los Juzgados de Faltas de 
Primer y Segundo Turno. Por lo tanto, la conclusión de todo esto es que tenemos dos Juzgados de 
Faltas. 


SEÑOR MICHELINI.- Propongo que se voten en un artículo aparte. El artículo 21 está votado; 
entonces, votemos el artículo 22 que establece quién es competente y, después, votamos la 
derogación. 


SEÑOR DA ROSA.- En lo personal, entiendo que lo que acaba de sugerir el señor Senador Michelini 
es correcto, porque tenemos los Juzgados de Faltas, que ya están creados en Montevideo, y los 
Juzgados de Paz Departamentales, pero tenemos que aclararlo porque si no le damos competencia a 
los Juzgados Letrados Departamentales y se va a generar una confusión. 


SEÑOR GALLINAL.- No comparto esto porque aquí vuelve el tema de si es o no recurrible el 
pronunciamiento del juez. Ustedes han decidido que no sea recurrible, no se va a establecer esa 
garantía, entonces, no podemos darle la competencia a los Juzgados de Paz Departamentales. Es una 
barbaridad darles la competencia en el interior a los Juzgados de Paz Departamentales, porque se van 


a juzgar cosas en algunos casos bastante importantes. El juez de paz departamental todavía no tiene 
el estatus, la experiencia y a veces ni siquiera la especialización necesaria como para actuar en esta 
materia y que su palabra sea la última. Si hay Juzgado de Faltas, la competencia la tiene ese Juzgado, 
y si no lo hay, actúan los Juzgados con competencia en materia penal en el interior del país, pero 
nunca un Juzgado de Paz Departamental. Pediría que por lo menos esto se reconsidere y lo 
discutamos nuevamente en una próxima instancia. Creo que debemos consultar en esta materia, 
porque quien conoce el funcionamiento de los Juzgados de Paz Departamentales en el interior -que 
los hay a lo largo y a lo ancho del todo el país, porque no están sólo en las capitales- sabe que en 
muchos casos no son Juzgados ni jueces a los que se les pueda atribuir una competencia de estas 
características y naturaleza. Podría haber llegado a aceptar -entre comillas- a los Juzgados de Paz 
Departamentales si hubiera después un tribunal de alzada -y ni siquiera en ese caso- pero así, sin 
apelación, me parece que al dar competencia a los Juzgados de Paz Departamentales nos exponemos 
a situaciones muy complicadas. 


SEÑOR DA ROSA.- Lo más razonable en este tema sería atribuir la competencia a los Juzgados 
Letrados Departamentales con competencia en materia penal. Ahora bien, es verdad que con eso 
recargaríamos más a esos Juzgados. Los Juzgados de Paz Departamentales comparten las 
previsiones que señala el señor Senador Gallinal, pero también quiero decir que preceptivamente están 
ocupados por profesionales abogados; o sea que no se trata de esos Juzgados de Paz comunes en los 
que cualquier persona, más o menos siendo un buen vecino, actuaba como juez de paz; ahora sólo 
pueden actuar como tales los abogados. De todos modos, repito que por razones de mayores 
garantías, prefiero que sean los Juzgados Letrados Departamentales los que actúen en esta materia. 


Por consiguiente, propongo que hagamos las consultas del caso a fin de ver en qué medida 
con esto se intensificará el trabajo de los Juzgados Letrados Departamentales. 


SEÑOR MICHELINI.- La aspiración de la bancada oficialista era terminar hoy con todo el articulado de 
este proyecto, aunque la idea no era tratarlo en el Senado la semana próxima, sino en la sesión del 9 o 
del 10 de julio. Esta decisión se debe a que hay algunos acuerdos y el proyecto debe ser considerado 
después en la Cámara de Representantes, donde no queremos que surjan problemas, por lo que 
preferimos tomarnos algunos días para efectuar ciertas consultas y reflexionar sobre la iniciativa. 


Este punto en concreto no tiene que ver con ese período de reflexión que algunos queríamos 
tomarnos antes de que se considerara el proyecto en el Plenario del Senado el 9 o el 10 de julio. Tal 
vez podríamos incluir este punto en el Orden del Día y mientras tanto vamos haciendo consultas sobre 
algunos otros asuntos que se consideraron hoy, fundamentalmente el que resultó más conflictivo y 
recibió modificaciones. La semana que viene, entonces, estaríamos en condiciones de aprobarlo, 
independientemente del hecho de que hayamos alcanzado un acuerdo al respecto. Aclaro que, 
simplemente, estoy haciendo una sugerencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que la sugerencia del señor Senador Michelini es adecuada, aunque 
también deberíamos consultar a la Suprema Corte de Justicia porque tenemos que tener en cuenta 
todas esas derogaciones que se plantean en el articulado, como la del artículo 481 y los Juzgados que 
se han creado. 


Entonces, repito: podemos consultar a la Suprema Corte de Justicia a fin de ver si votamos 
otro artículo que determine quién será competente, si aprobamos las derogaciones y si votamos un 
nuevo artículo 22. Podríamos abocarnos a esos temas al comienzo de la sesión del día martes. 
Asimismo, pediría al señor Senador Pasquet -y también al resto de los integrantes de la Comisión- que 
participó en la Comisión redactora del proyecto de ley de reforma del Código del Proceso Penal, que 
traiga una propuesta de trabajo para su tratamiento. Por otra parte, creo que también deberíamos 
analizar los puntos que hayan quedado pendientes del proyecto de transparencia, dado que mañana 
se reúne la Subcomisión creada para su estudio. 


SEÑOR MICHELINI.- Damos por hecho que si no hay observaciones sobre el artículo 22 -que después 
renumerará- va como está. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 22 corresponde a las derogaciones. ¿Este artículo estaba 
aplazado o las derogaciones las votamos tal como vinieron de la Cámara de Representantes? 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Por qué no votamos el artículo? Si después hay que hacer alguna observación, 
se reconsiderará, pero ya hacemos una consulta sobre todos estos temas, incluyendo quién es 
competente en el interior del país. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No tenemos ningún problema en votar las derogaciones. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 22, que prevé la derogación de los 
artículos 309 a 314 del Decreto ley N* 15.032 y del artículo 481 de la Ley N* 16.736. 


(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Recuerden, señores Senadores, que queda determinar si en el proyecto de ley se va a 
precisar quiénes serán los jueces competentes en materia de faltas. Esto lo deberíamos incluir y votar. 


SEÑOR LORIER.- Coincido con el señor Senador Michelini en cuanto a no demorarnos. 


Por otra parte, con respecto al planteamiento que formulé anteriormente, propongo los 
siguientes artículos: “Será castigado con pena de siete días de trabajo comunitario el que siendo dueño 
de un animal doméstico no recoja las heces de dicho animal en los espacios de uso público o privados 
de acceso público” y “Será castigado con pena de siete a treinta días de trabajo comunitario el que 
siendo dueño de un animal doméstico permita que este transite o permanezca en la vía pública, 
obstaculizando el tráfico o causando accidentes”. Esto está ad referéndum de una investigación que 
hay que hacer por parte de Secretaría. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicito al señor Senador Lorier que nos haga llegar la redacción de estos 
dos artículos. 


SEÑOR LORIER.- Así lo haré, señora Presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 32 minutos.) 
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